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Resumen
La norma jurídica en materia penal, propende por la protección de bienes jurídicos que son consi-

derados elementos esenciales para el desarrollo de la persona en la sociedad, para lo cual los Estados, 
dentro de la creación de normas de Derecho Internacional buscan ampliar la esfera de protección de 
estos presupuestos, como parte de la universalidad que se predica, específicamente en materia de dere-
chos humanos. En razón de esto, la creación de la Corte Penal Internacional en 1998 busca perseguir 
y sancionar a quienes atenten contra la sociedad con la comisión de delitos tales como el genocidio, 
crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad, encontrándose en estos últimos el delito de apar-
theid; crímenes que ofrecen la posibilidad de sancionar a los autores en calidad de personas naturales, 
castigándose así una forma más de discriminación, que el ordenamiento interno no aborda de una 
manera plena y eficaz. 

Palabras clave: Apartheid. Castigo. Corte Penal Internacional. Derecho Internacional. Delito 
de lesa humanidad. Discriminación. Estatuto de Roma. Organización de Naciones Unidas. Racismo.
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Legislative omission in the internal legal order of 
the classification of the obligation of apartheid’s felony

Abstract
The legal standard in criminal matters aims for the protection of  legal goods, which are consi-

dered essential elements for the development of  the individual in society, for which the States within 
the creation of  international law seek to expand the sphere of  protection of  these allowances, as part 
of  the universality that is preached, specifically in human rights. Based on this, the creation of  the 
International Criminal Court in 1998 seeks to prosecute and punish those who threaten society with 
the commission of  crimes such as genocide, war crimes and crimes against humanity, finding among 
these ones the apartheid; crimes that offer the possibility of  punishing the criminal masterminds in 
quality of  natural person, and punishing this way one more action of  discrimination, that the internal 
legal order does not address in an entire and efficient manner.

Keywords: Apartheid. Punishment. International Criminal Court. International Law. Crime 
against humanity. Discrimination. Rome Statute. United Nations Organization. Racism.
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Introducción
El contexto jurídico actual, demanda que los 

ordenamientos jurídicos de los Estados dispon-
gan de elementos complementarios de carácter 
internacional, apuntando a una protección com-
plementaria de carácter vinculante en materia de 
garantías sustanciales y procesales orientados a 
la protección de derechos humanos bajo crite-
rios de convergencia, con el fin de proteger a las 
personas ante la lesión a los bienes jurídicos que 
tutela la normatividad nacional e internacional, 
así como evitar la impunidad de quienes lesionan 
dichos bienes jurídicos. 

Por estos motivos, el Consejo de Seguridad 
de la Organización de Naciones Unidas sugirió la 
creación de un tribunal de carácter supranacional 
y complementario a las jurisdicciones nacionales, 
que conociera de los delitos más graves contra la 
humanidad, debido a las atrocidades acaecidas en 
el siglo XX a partir de la vulneración de toda clase 
de derechos, naciendo de esta necesidad la Corte 
Penal Internacional, entidad de carácter indepen-
diente que surge a la vida jurídica con la suscrip-
ción del Estatuto de Roma en Julio de 1998, ins-
trumento de derecho internacional que se vincula 
al ordenamiento jurídico colombiano mediante la 
Ley 742 de 2002. En dicho estatuto, su preám-
bulo contiene obligaciones para los Estados 
miembro, en el que se incluye la tipificación de 
las conductas a aplicar dentro de la normatividad 
penal aplicable. Con este postulado se pretende 
observar el incumplimiento de esta obligación y 
algunos de los efectos que genera en la eficacia 
de la Ley 1482 de 2011, que regula los actos de 
discriminación y racismo, conductas que denotan 
un amplio contenido en cuanto a materialización 
de las mismas en el ámbito fenomenológico, lo 
cual, desde el actual tratamiento, resulta aparente-
mente punible, pero con limitaciones que derivan 
en conductas sin sanción penal. 

1. El apartheid como delito de lesa 
humanidad en contexto jurídico
1.1 Delito de Apartheid 

El apartheid actualmente, está tipificado por 
el Estatuto de Roma, dentro de los delitos de lesa 
humanidad, contenidos en el artículo siete del 
texto, el cual define los delitos de lesa humanidad 
así:

Artículo 7 - Crímenes de lesa humanidad

1. A los efectos del presente Estatuto, se 
entenderá por “crimen de lesa humanidad” 
cualquiera de los actos siguientes cuando se 
cometa como parte de un ataque generaliza-
do o sistemático contra una población civil y 
con conocimiento de dicho ataque:

a) Asesinato; b) Exterminio; c) Esclavitud; 
d) Deportación o traslado forzoso de pobla-
ción; e) Encarcelación u otra privación grave 
de la libertad física en violación de normas 
fundamentales de derecho internacional; 
f) Tortura; g) Violación, esclavitud sexual, 
prostitución forzada, embarazo forzado, es-
terilización forzada o cualquier otra forma 
de violencia sexual de gravedad comparable; 
h) Persecución de un grupo o colectividad 
con identidad propia fundada en motivos 
políticos, raciales, nacionales, étnicos, cul-
turales, religiosos, de género definido en el 
párrafo 3, u otros motivos universalmente 
reconocidos como inaceptables con arreglo 
al derecho internacional, en conexión con 
cualquier acto mencionado en el presente 
párrafo o con cualquier crimen de la com-
petencia de la Corte; i) Desaparición forzada 
de personas; j) El crimen de apartheid; k) 
Otros actos inhumanos de carácter similar 
que causen intencionalmente grandes sufri-
mientos o atenten gravemente contra la inte-
gridad física o la salud mental o física.” (Ley 
742 de 2002, Artículo séptimo)

La misma norma, en el artículo séptimo, 
define “el crimen de apartheid” así: “se enten-
derán los actos inhumanos de carácter similar a 
los mencionados en el párrafo 1º cometidos en 
el contexto de un régimen institucionalizado de 
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opresión y dominación sistemáticas de un grupo 
racial sobre uno o más grupos raciales y con la 
intención de mantener ese régimen” (Ley 742 de 
2002).

La tipificación de este delito, tiene como ori-
gen la institucionalización de un régimen de se-
gregación racial, instaurado en Sudáfrica en 1948, 
vigente hasta 1990, donde se limitaron derechos 
a las personas, teniendo el Estado dentro de su 
política como criterio de separación la raza de las 
personas, y a partir de esta, era posible ejercer de-
rechos civiles y políticos, los cuales para personas 
que no fueran de raza blanca, se encontraban res-
tringidos de manera legal. Dicho fenómeno tiene 
como origen la colonización de los holandeses 
del territorio Sudafricano, donde a los sudafrica-
nos con ascendencia holandesa se les denominó 
Afrikáner, los cuales mantuvieron una hegemonía 
en el poder económico, político y social a pesar 
de la conquista británica en el siglo XIX, hege-
monía que se materializó durante las elecciones 
generales de 1948, cuando la minoría Afrikáner, 
asciende al poder e implementa políticas de se-
gregación racial. (Ross, 2006) 

Desde el derecho internacional, la implemen-
tación de este sistema de segregación racial tuvo 
consecuencias jurídicas desde la Organización 
de Naciones Unidas, con la Convención Inter-
nacional sobre la represión y castigo del crimen 
de apartheid, firmada en 1973, este instrumento 
caracteriza las condiciones para el delito de apar-
theid en el ordenamiento jurídico, y llama a los 
países miembros a que en su ordenamiento in-
terno acojan medidas que permitan castigar a los 
responsables de dicho delito, teniendo como re-
ferente la situación para entonces vivida en Sudá-
frica y Namibia (para efectos de comprensión, el 
instrumento también habla de África Meridional), 
lo que motivó que los países miembros de Nacio-
nes Unidas, que en su mayoría suscribieron dicho 
tratado, tomaran distancia en materia diplomática 
con Sudáfrica, de conformidad con el tratado. 

Como consecuencia de lo acaecido para en-
tonces, el derecho internacional observa que la 

convención de 1973 resulta ineficaz, por lo cual, 
este delito se configura dentro de los delitos de 
lesa humanidad, según la competencia dada en el 
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacio-
nal aceptada por los Estados miembro, teniendo 
como característica común una lesión grave a 
variedad de bienes jurídicos en la comisión del 
mismo.

1.2 Obligación de tipificación del de-
lito de Apartheid en el ordenamiento 
jurídico interno

El preámbulo del Estatuto de Roma, acoge 
una serie de postulados, donde se motiva el esta-
blecimiento del mismo como norma de derecho 
internacional, que tiene como fenómeno rele-
vante en el ordenamiento jurídico, la facultad de 
procesar personas naturales y proferir sentencias 
a estas ante la lesión a bienes jurídicos de alto im-
pacto en la humanidad, tal como se configura en 
el preámbulo de la misma , entre estos, los delitos 
de lesa humanidad; pues antes de 1998, año en 
que se instituye este tribunal, solo existía la Corte 
Internacional de Justicia, pero su naturaleza solo 
le permitía procesar y condenar a los Estados, y 
estos como entes abstractos no pueden consi-
derarse objeto de sanciones aplicando la justicia 
retributiva, pues no hay una pena tangible y que 
cumpla determinados fines, lo cual, desde la ma-
terialización de los castigos, resulta contrario a los 
postulados de prevención y sanción de conflictos 
de gran envergadura y lesión a bienes jurídicos 
de manera masiva, elementos que motivaron en 
1945 a la creación de lo que se ha conocido des-
de entonces como la Organización de Naciones 
Unidas.

1.3 Obligaciones derivadas de la adop-
ción del Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional

Este instrumento, en su preámbulo gene-
ra consecuencias para los miembros, pues con-
tiene no solo obligaciones, sino que declara los 
elementos históricos y jurídicos que motivan el 
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presente estatuto, legitimando así la instituciona-
lidad del mismo, por tal motivo debe observarse 
en contexto esta parte del estatuto, con el fin de 
dimensionar el alcance del mismo. 

Desde los elementos motivacionales, se alude 
una razón de naturaleza histórica, desde la mag-
nitud de los delitos que han atentado contra los 
derechos del hombre en el siglo XX de mane-
ra masiva y sistemática, donde la norma no ha 
tenido desde los ordenamientos nacionales un 
impacto real en cuanto a la punibilidad de las 
conductas, y el derecho internacional no tiene en 
algunos casos instituciones o legitimación sufi-
ciente para sancionar las conductas que a criterio 
del Estatuto, son las más lesivas para los derechos 
del hombre. 

Debe tenerse en cuenta, que la naturaleza de 
los delitos que tienen trámite ante la Corte Pe-
nal Internacional, son de naturaleza pluriofen-
siva, es decir, al momento de la materialización 
del injusto, se desconocen y vulneran pluralidad 
de bienes jurídicos, pues a criterio del preámbulo 
“los crímenes más graves de trascendencia para la 
comunidad internacional en su conjunto no de-
ben quedar sin castigo y que, a tal fin, hay que 
adoptar medidas en el plano nacional e intensi-
ficar la cooperación internacional para asegurar 
que sean efectivamente sometidos a la acción de 
la justicia…” 

En el ámbito de tratamiento de los delitos 
de genocidio, crímenes de lesa humanidad y crí-
menes de guerra, tipificados en los artículos 6, 7 
y 8 del texto normativo, se determina la compe-
tencia en razón de la naturaleza del proceso, sien-
do entonces, estos delitos los que se consideran 
de mayor lesividad para el derecho internacional, 
ofreciéndose en el preámbulo el establecimiento 
de tribunales de carácter transitorio, con respeto 
en la soberanía de los Estados, al ser esta Corte 
de carácter complementario a los ordenamientos 
jurídicos internos, que se acompaña con la prohi-
bición de injerencia de otros Estados en el dere-
cho interno de otros a través de la instalación de 
la Corte. 

Lo anterior, desde el preámbulo del estatuto 
de la Corte, deriva dos obligaciones para los esta-
dos miembros, las cuales deben ser observadas de 
manera puntual, siendo estas evitar la impunidad 
de las conductas lesivas a los delitos que conoce 
el Estatuto y la tipificación de estas conductas, 
en el ordenamiento jurídico interno, con el fin 
de garantizar un respaldo en materia sustancial y 
procesal, en virtud de la complementariedad que 
se acoge en el tratado. 

Los dos fines antes descritos, se encuentran 
concatenados de acuerdo a su naturaleza, pues el 
derecho penal, con independencia de sus ámbitos, 
para poder lograr ejecutar la debida sanción de las 
conductas, debe acudir a los principios generales 
del derecho, y a la estructura del tipo penal que 
requiere que la conducta sea antijurídica, es decir 
contraria a la norma, la cual debe estar tipifica-
da dentro de las garantías procesales existentes 
en la actualidad; por ello es que en el tratamien-
to del delito de apartheid desde la normatividad 
penal no solo se hace una obligación, sino una 
necesidad por articular la norma nacional a los 
presupuestos contemporáneos del derecho inter-
nacional, donde se persiguen criterios de conver-
gencia para acercar a las naciones y apuntar a la 
consecución de la dignificación del ser humano, 
esencia motivacional de los derechos humanos y 
el derecho internacional. 

1.4 Delitos de lesa humanidad y su in-
terrelación con la discriminación 

Los delitos de lesa humanidad, según Fernán-
dez (2015) , son entendidos como “conjunto de 
conductas atroces cometidas de manera masiva y 
sistemática contra la población civil que lesionan 
de manera grave la esencia del ser humano afec-
tándolo en su dignidad” , esta definición, conflu-
ye con el elemento motivacional de la creación de 
la Corte Penal Internacional mediante el Estatu-
to de Roma, pues debido a su naturaleza no solo 
disminuyen la dignidad de la persona, sino que 
además suponen una degradación a la normativi-
dad que ha desarrollado la doctrina jurídica con-
temporánea, donde se ha perseguido establecer al 



62 Escenarios Estudiantiles / Sabaneta, Colombia / Vol. 2, N°1 / Enero-junio de 2016 / pp. 57-66 / ISSN: 2462-9529

Rafael Arredondo Uribe, Santiago Orrego González, Andrés Felipe Tamayo Correa

hombre como elemento determinador de la so-
ciedad, más allá de los estados (también denomi-
nado el monarca por algunos tratadistas), para lo 
cual, el principio de igualdad ante la norma para 
los ciudadanos, sin distinción alguna ha sido un 
postulado de aplicación progresiva.

Para ello, debe primero generarse una cla-
ridad entre el principio de igualdad, entendido 
como la protección esencial del Estado a los ciu-
dadanos en la tutela de los derechos consagrados 
en la legislación, la carta política y los tratados de 
derecho internacional; que en la materialización 
de este principio en la sociedad quedan al des-
cubierto dos situaciones que alteran el panorama 
de dicho principio, estas son en primer lugar, la 
necesidad de igualar derechos a quienes se les 
han restringido o suprimido, y en segundo lugar 
la no exigibilidad a algunas personas de conocer 
de los alcances y sanciones producto de su con-
ducta; para lo cual, la doctrina jurídica reconoce 
la discriminación como “la conducta, actitud o 
trato que pretende - consciente o inconsciente-
mente - anular, dominar o ignorar a una persona 
o grupo de personas, con frecuencia apelando a 
preconcepciones o prejuicios sociales o persona-
les, y que trae como resultado la violación de sus 
derechos fundamentales.” (Sentencia T-098 de 
1994), lo cual, de una manera, culposa o dolosa 
puede constituirse en el móvil que propicie otras 
conductas punibles, de igual manera, esto permi-
te la verificación de comportamientos discrimi-
natorios que en su sola naturaleza, sin incurrir en 
conductas de naturaleza punible, por lo cual, el 
legislador mediante la Ley 1482 de 2011, el mero 
acto de discriminación constituye de por sí, una 
lesión al bien jurídico de la integridad moral.

Pero aun con la tipificación de las conduc-
tas, para la norma surge un nuevo reto, que debe 
entrar a ser conjurado de una manera multidisci-
plinar, pues el alcance material de la norma es un 
fenómeno de naturaleza sociológica, cuyos resul-
tados no son cuantificables, debido no solo a la 
aceptación de la norma, sino a que sobre algunas 
personas, la normatividad penal aduce causales de 
inimputabilidad, pues no comportan la concien-
cia del acto de discriminación, tema que desde la 
valoración y ponderación del juez no cuenta con 
los elementos normativos suficientes y adecua-
dos, puesto que no se ha definido una acepción 
de discriminación, y este concepto tiene implícito 
actos de diversa naturaleza. 

1.5 Punibilidad de las conductas que 
constituyen discriminación para el 
ordenamiento jurídico interno

Los actos de naturaleza discriminatoria y de 
hostigamiento, cobran relevancia en la esfera jurí-
dica con la entrada en vigencia de la Ley 1482 de 
2011, la cual modifica el Código Penal Colombia-
no, introduciendo los artículos 134 A, 134 B, 134 
C y 134 D, igualmente modifica la apología del 
genocidio, tipo penal contenido en el artículo 102 
del mismo Código (Ley 599 de 2000). Cuando 
en el año 2000 la norma penal fue modificada, 
ya existía el Estatuto de Roma, pero Colombia 
aun no lo ratificaba, por lo cual el delito de ge-
nocidio, es el único de los delitos de competencia 
de la Corte que se vincula al ordenamiento ju-
rídico interno, mediante el artículo 101, pues el 
capítulo de las personas y bienes protegidos por 
el Derecho Internacional humanitario1, tienen 
como condición el desarrollo de un conflicto, lo 

1 Derecho Internacional Humanitario: “… conjunto de normas que, por razones humanitarias, trata de limitar los efectos 
de los conflictos armados. Protege a las personas que no participan o que ya no participan en los combates y limita los 
medios y métodos de hacer la guerra. El DIH suele llamarse también “derecho de la guerra” y “derecho de los conflictos 
armados”. El DIH es parte del derecho internacional, que regula las relaciones entre los Estados. Está integrado por 
acuerdos firmados entre Estados denominados tratados o convenios–, por el derecho consuetudinario internacional que 
se compone a su vez de la práctica de los Estados que éstos reconocen como obligatoria, así como por principios genera-
les del derecho.”(CICR; 2004)
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que limita la capacidad de actuación por parte 
de los operadores jurídicos, porque si bien se ha 
debatido la naturaleza del conflicto en Colombia 
por parte de diferentes sectores de la opinión pú-
blica y agentes del Estado; la aplicabilidad de lo 
dispuesto en el Estatuto de Roma, solo se hace 
posible dos años después de la promulgación del 
Código Penal vigente, esto por medio de la Ley 
742 de 2002.

Como medida de control previo a la adhe-
sión del Estatuto de Roma, la Corte Constitucio-
nal mediante sentencia C-578 de 2002, realiza el 
control de constitucionalidad al texto original del 
estatuto, declaró la exequibilidad de la norma y 
reafirmó el elemento motivacional sobre los re-
querimientos para los delitos de lesa humanidad, 
los crímenes de guerra y el delito de genocidio, 
reconociendo adicionalmente, la necesidad de 
contexto existente para el ordenamiento jurídico 
interno en la situación de violencia generalizada 
que se ha mantenido en el país durante la segunda 
mitad del siglo XX, y lo corrido del siglo XXI .

Dentro del contexto de regulación de con-
ductas punibles de mayor lesividad para el orde-
namiento jurídico internacional, el Estado Co-
lombiano, como Estado miembro de la ONU, 
suscribió previamente varios tratados de derecho 
internacional donde se ha reconocido la naturale-
za de los delitos de lesa humanidad y el carácter 
pluriofensivo del delito de apartheid, pues reco-
noce la naturaleza de estos como contrarios a los 
preceptos de la Declaración Universal de los De-
rechos Humanos, dichos instrumentos son:

• Convención para la prevención y sanción del 
delito de Genocidio, dada por la Organiza-
ción de Naciones Unidas en 1948, ratificada 
por Colombia mediante Ley 28 de 1959 

• Convención Internacional sobre la Repre-
sión y el Castigo del Crimen de Apartheid, 
firmada en 1973, vinculada al ordenamiento 
jurídico mediante la Ley 26 de 1987

• Convención Internacional sobre la elimina-
ción de todas las formas de discriminación 

racial, firmada en 1966 ratificada por Colom-
bia mediante Ley 22 de 1981.

2. El criterio de eficacia en el con-
texto de las manifestaciones de 
discriminación punibles en la nor-
ma penal
2.1 Concepto de eficacia en el trata-
miento de las conductas de discrimi-
nación racial

El derecho se constituye desde su estructura 
y sus fines, como parte de las ciencias sociales, 
pues no pretende dar resultados determinados y 
cuantificables como las ciencias exactas, sino que 
apunta a valorar las conductas del hombre en la 
sociedad, con el fin de establecer presupuestos 
mínimos para la convivencia más o menos armó-
nica de estos en comunidad, para lo cual, requiere 
de otras disciplinas o ciencias, pues la compleji-
dad de la conducta humana desde los elementos 
espaciales, temporales, educativos, culturales, fí-
sicos y psíquicos del individuo en relación con-
sigo mismo, el entorno y la escala axiológica del 
mismo deben ser valorados de manera conjunta, 
debido a que la sociedad misma es un conglome-
rado heterogéneo, plural de personas; en conse-
cuencia de ello la ciencia del derecho, ha desarro-
llado unos presupuestos para la valoración de la 
norma, los cuales recopila Bobbio (2012), uno de 
los teóricos más importantes de la doctrina jurídi-
ca del siglo XX, quien afirma que para la valora-
ción de una norma deben cumplirse los criterios 
de justicia, validez y eficacia.

La eficacia de la norma, para ser valorable 
de una manera cualitativa debe comportar dos 
elementos, pues “el problema de la eficacia de 
la norma es el problema si una norma es o no 
cumplida por las personas a quienes se dirige (los 
llamados destinatarios de la norma jurídica), esto 
desde el componente de la aceptación social, y 
en caso de ser violada se haga valer con medios 
coercitivos por la autoridad que la ha impuesto” 
(Bobbio, 2012).
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Teniendo como referente lo anteriormente ex-
puesto, debe observarse entonces un componente 
coercitivo, en cabeza del Estado, el cual admite no 
solo posibles réplicas y cuestionamientos desde la 
opinión, sino que desde un punto de vista técni-
co no resulta completamente aplicable en el trata-
miento del delito de apartheid, puesto que existe 
una obligación, así como la norma, pero en el ejer-
cicio de la coerción no se contempla en la actuali-
dad sanción alguna, restringiéndose así uno de los 
presupuestos para poder considerar eficaz la nor-
ma; situación que se torna aún más compleja desde 
la aceptación de los destinatarios de la norma, pues 
si bien la Ley 1482 de 2011 enuncia algunas formas 
de incurrir en conductas discriminativas y racistas, 
no acoge la totalidad de formas de discriminación 
existentes, debido a la naturaleza del acto discrimi-
natorio y las diversas formas de materialización del 
mismo, las cuales se dan en función de la sociedad 
y las dinámicas culturales, políticas y económicas 
aplicables en el contexto espacial y temporal. 

2.2 Naturaleza de los actos de Discri-
minación

El origen y la naturaleza de los actos de dis-
criminación, han sido relevantes no solo para 
el derecho colombiano, sino para la legislación 
de otros países, tal es el caso de Argentina, país 
donde el Estado ha creado el INADI (Instituto 
Argentino contra la discriminación, xenofobia y 
racismo), entidad que ha definido la discrimina-
ción como “el acto de agrupar seres humanos 
según algún criterio” (INADI, 2013) , criterio 
que si bien es válido y coherente con lo afirmado 
por la Corte Constitucional de Colombia, pues 
la corporación afirma que la discriminación debe 
ser entendida como “la conducta, actitud o trato que 
pretende - consciente o inconscientemente - anular, domi-
nar o ignorar a una persona o grupo de personas, con fre-
cuencia apelando a preconcepciones o prejuicios sociales o 
personales, y que trae como resultado la violación de sus 
derechos fundamentales.” (Sentencia T-098 de 1994), 
lo cual desde el aspecto material de la discrimina-
ción abre un debate de carácter principialístico y 
lingüístico, pues los actos de discriminación com-

portan una variedad de apreciaciones por parte 
del sujeto activo y de sus conductas que pueden 
prestarse a variedad de interpretaciones, por lo 
cual, la ponderación del efectivo daño a bienes 
jurídicos tutelados conexos a la integridad moral 
o afectados en simultánea. 

La discriminación comprende dos elemen-
tos, un elemento de construcción individual don-
de la persona en calidad de sujeto activo ejecuta la 
acción de manera directa o indirecta, sin embar-
go, el segundo componente en la conducta está 
comprendido por la conducta social, pues el in-
dividuo aprende a discriminar es en desarrollo de 
su vida en sociedad de acuerdo a unos criterios y 
parámetros que pueden ser variables de acuerdo 
a elementos tales como la etnia, religión, cultura, 
política u otros que tengan incidencia y repercu-
sión en la conducta de los individuos

Resulta entonces, por lo anteriormente ex-
puesto, una necesidad tipificar el delito de apar-
theid en el ordenamiento jurídico Colombiano 
como no solo para dar cumplimiento a la obli-
gación de adecuación de las normas de derecho 
internacional, sino además para materializar los 
fines del Estatuto de Roma en el contexto co-
lombiano. 

Conclusiones
La Ley 1482 de 2011, por medio de la cual se 

castigan los actos de discriminación en el ordena-
miento jurídico interno Colombiano, desde la óp-
tica del derecho penal no cuenta con los elemen-
tos para su adecuado tratamiento, pues desde los 
operadores jurídicos y el poder legislativo, existe 
un desconocimiento de los postulados de Dere-
cho Internacional y la obligatoriedad que estos 
generan, pues el Estado no puede desconocer la 
realidad de contexto, donde el país ya no se basta 
a sí mismo para la creación de derecho, debido a 
una serie de dinámicas del fenómeno de la globa-
lización, donde la interacción de las personas y 
las sociedades ha impregnado de nuevas necesi-
dades a la ciencia del Derecho, y en virtud de ello, 
suscribió el Estatuto de Roma a partir del cual se 
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creó la Corte Penal Internacional, el cual típica y 
castiga las conductas más graves en materia de 
genocidio, crímenes de guerra y crímenes de lesa 
humanidad, generándose así no solo un compro-
miso en materia internacional desde el derecho 
internacional, sino que tutela de una manera adi-
cional los bienes jurídicos de los ciudadanos.

Esta protección se mantiene de manera exclu-
siva en el ámbito de la formalidad, pues para el 
delito de apartheid específicamente, no existen ele-
mentos suficientes para la materialización de una 
sanción punitiva ante la comisión de esta conduc-
ta, debido a que la estructura del tipo penal carece 
de consecuencia jurídica y no hay normas análogas 
aplicables, pues en el libro segundo de la Ley 599 
de 2000 (Código Penal) no se han establecido deli-
tos de lesa humanidad ni existen normas similares 
aplicables al tipo penal de apartheid, por lo cual, se 
incumple con el postulado de la capacidad de ha-
cer cumplir la norma por medios coercitivos, que 
es uno de los elementos de verificación y configu-
ración del criterio de eficacia de La norma. De ma-
nera adicional, al no ser un tipo penal reconocido 
en el derecho interno de manera escrita, estricta y 
cierta, para los agentes del estado en ejercicio de 
sus funciones, eventuales sujetos activos del injus-
to, resulta difícil conocer el grado de antijuridici-
dad de la conducta desplegada, pues el delito de 
apartheid es desconocido aun para muchas perso-
nas que estudian, trabajan y conocen de los postu-
lados del derecho penal, dificultándose así la eficaz 
administración de justicia y el cumplimiento de las 
obligaciones de derecho internacional contraídas 
por el Estado colombiano. 
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